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MEMORIA DE ANÁLISIS DE IMPACTO NORMATIVO DEL PROYECTO DE ORDEN MINISTERIAL POR LA QUE SE ESTABLECEN LAS BASES REGULADORAS DE LA CONCESIÓN DE SUBVENCIONES A LAS ACTIVIDADES DE PROMOCIÓN DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y DE LA RESPONSABILIDAD SOCIAL DE LAS EMPRESAS Y PARA SUFRAGAR LOS GASTOS DE FUNCIONAMIENTO DE LOS ENTES REPRESENTATIVOS DE LA ECONOMÍA SOCIAL DE ÁMBITO ESTATAL
A) Resumen ejecutivo
	Ministerio/ Órgano proponente 
	Ministerio de Trabajo y Economía Social

Dirección General de la Economía Social y de la Responsabilidad Social de las Empresas
	Fecha
	16/05/2024

	Título de la norma 
	Orden Ministerial por la que se establecen las bases reguladoras de la concesión de subvenciones a las actividades de promoción de la economía social y de la responsabilidad social de las empresas y para sufragar los gastos de funcionamiento de los entes representativos de la Economía Social en el ámbito estatal.

	Tipo de Memoria
	Normal           Abreviada 

	OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA

	Situación que se regula
	Concesión, por el procedimiento de concurrencia competitiva, de subvenciones para financiar actividades de promoción de la Economía Social y de la Responsabilidad Social de las Empresas y para sufragar los gastos de funcionamiento de entes representativos de la Economía Social en el ámbito estatal.

	Objetivos que se persiguen
	Entre los objetivos temáticos que persigue la norma, destacan los siguientes:

· Reforzar la visibilización de la Economía Social, mediante el impulso y reconocimiento de la Economía Social entre los agentes sociales y la sociedad en su conjunto y a través de la elaboración y difusión de estadísticas relativas a la Economía Social.

· Impulsar la actualización de competencias y la recualificación profesional en la Economía Social.

· Aumentar la cooperación intra e intersectorial de las empresas y entidades de Economía Social y tejer alianzas.

· Contribuir a la transición digital y verde de las entidades de la Economía Social y reforzar la innovación en sus procesos productivos.

· Mejorar la integración de la Economía Social en el ecosistema innovador y en el emprendimiento de base tecnológica.

· Avanzar en la igualdad de género y en el fomento de la igualdad de oportunidades en colectivos con dificultades de acceso al empleo en la Economía Social.

· Impulsar la contribución de la Economía Social a la cohesión territorial y la despoblación.

· Apoyar la Responsabilidad Social Empresarial (RSE) y la incorporación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) en la Economía Social.

Se persiguen las siguientes finalidades procedimentales:

· Acomodación de los objetivos y actividades subvencionables a las sucesivas Estrategias Españolas de Economía Social.

· Revisión del procedimiento administrativo para favorecer la objetividad y la transparencia en el proceso de evaluación de las subvenciones, mejorar la eficacia del instrumento normativo y optimizar la administración y el empleo de los créditos asignados en el Programa 241N.

	Principales alternativas consideradas
	Las principales alternativas consideras han sido:

· Modificar la Orden ESS/739/2017, de 26 de julio, que esta Orden Ministerial deroga: no es aconsejable debido a que regula aspectos relativos al fomento del trabajo autónomo, tratándose de un ámbito que no se encuadra dentro de las funciones asignadas a la Secretaría de Estado de Economía Social, en virtud del Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.
· Mantener la normativa existente: no se estima aconsejable debido a que la norma actualmente vigente se encuentra desactualizada y no regula de forma sistemática los aspectos señalados con anterioridad.

	CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO

	Tipo de norma
	Orden Ministerial

	Estructura de la norma 
	El proyecto de Orden de Bases consta de 21 artículos, una disposición transitoria única, una disposición derogatoria única y cuatro disposiciones finales. 

	Informes a recabar:
	Son necesarios los siguientes informes, que se irán recabando en la tramitación del procedimiento:

· Informe de la Abogacía del Estado (artículo 17 apartado primero de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones).
· Informe de la Intervención delegada sobre la norma (artículo 17 apartado primero de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones).
· Informe de la Secretaría General Técnica del Ministerio de Trabajo y Economía Social (artículo 26 apartado quinto, párrafo cuarto de Ley 50/1997, de 27 de noviembre, de Gobierno).
· Aprobación previa por parte del Ministerio de Transformación Digital y Función Pública (artículo 26, apartado quinto, párrafo quinto de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno).
De conformidad con el artículo 26, apartado quinto, párrafo tercero de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, se podrá solicitar motivadamente la emisión urgente de los informes debiendo estos ser emitidos en un plazo no superior a 5 días.

	Trámites de consulta pública, audiencia e información públicas 
	De conformidad con el artículo 26 apartado segundo de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, se ha realizado consulta pública previa, en fecha 12 de marzo hasta el día 26 de marzo de 2024.
Asimismo, en tanto que la norma afecta a los derechos e intereses legítimos de las personas, se ha de sustanciar trámite de audiencia e información pública, en fecha 21 de mayo hasta el día 29 de mayo de 2024. 
La reducción del periodo previsto para la sustanciación del trámite a 7 días, en aplicación del artículo 26 apartado sexto, párrafo segundo de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, encuentra su motivación en la concurrencia de motivos suficientes no previstos con anterioridad.

	ANÁLISIS DE IMPACTOS

	Adecuación al orden de competencias
	Esta orden se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.

	Impacto económico y presupuestario
	Efectos económicos positivos en la medida en la que la financiación de los proyectos redunda en un refuerzo de la visibilidad y reconocimiento del sector.
	

	
	En relación con la competencia
	 FORMCHECKBOX 
 La norma no tiene efectos significativos en la competencia.
 FORMCHECKBOX 
 La norma tiene efectos positivos sobre la competencia.

 La norma tiene efectos negativos sobre la competencia.

	
	Desde el punto de vista de las cargas administrativas
	 FORMCHECKBOX 
Supone una reducción de las cargas administrativas.

Cuantificación estimada:  3.000 euros. 
 FORMCHECKBOX 
 Incorpora nuevas cargas administrativas.

Cuantificación estimada: 

 No afecta a las cargas administrativas.

	
	Desde el punto de vista de los presupuestos, la norma:

 Afecta a los presupuestos de la Administración del Estado.

 No afecta a los presupuestos de la Administración del Estado.
	 FORMCHECKBOX 
 Afecta al gasto.

 Afecta al ingreso.

	Impacto de género
	La norma tiene un impacto de género
	Negativo    
Nulo    
Positivo    

	Otros impactos considerados


	La norma tiene un impacto sobre las PYMES
	Negativo    
Nulo     FORMCHECKBOX 

Positivo     FORMCHECKBOX 


	
	La norma tiene un impacto sobre la unidad de mercado
	Negativo    
Nulo      FORMCHECKBOX 

Positivo     FORMCHECKBOX 
   

	
	La norma tiene un impacto por razón de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad
	Negativo    
Nulo    
Positivo    

	
	La norma tiene un impacto en la infancia y en la adolescencia.
	Negativo    
Nulo      FORMCHECKBOX 

Positivo     FORMCHECKBOX 
   

	
	La norma tiene un impacto en la familia.
	Negativo    
Nulo      FORMCHECKBOX 

Positivo     FORMCHECKBOX 
   

	
	La norma tiene un impacto por razón de cambio climático.
	Negativo    
Nulo     FORMCHECKBOX 

Positivo     FORMCHECKBOX 
 


B) Memoria

I. OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA

1. Motivación
Esta proyecto de Orden Ministerial obedece a la necesaria adaptación de la normativa reguladora en virtud de lo dispuesto en el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales, que reestructura orgánicamente el Ministerio de Trabajo y Economía Social, circunscribiendo las funciones de la Secretaría de Estado de Economía Social, a través de la Dirección General de la Economía Social y de la Responsabilidad Social de las Empresas, al fomento exclusivo de dichos ámbitos, trasladando la actividad de fomento del trabajo autónomo a la Secretaría de Estado de Trabajo.

Asimismo, las transformaciones de la economía y de nuestra sociedad, han hecho necesaria la adecuación y actualización de la Estrategia Española de Economía Social 2023-2027, lo que posibilitó el diseño de un marco comprensivo e integral para el desarrollo de la actividad de los principales actores del sector. Este proyecto de Orden de Bases refuerza el compromiso con la referida Estrategia, mediante la alineación de los objetivos y actuaciones subvencionables a sus ejes prioritarios, convirtiéndose en un instrumento fundamental para el cumplimiento de esta. 
Además, permite la actualización de las bases reguladoras al Plan Estratégico de Subvenciones 2023-2025 del Ministerio de Trabajo y Economía Social. 
Su aprobación posibilita la puesta en práctica de actuaciones de ámbito estatal dirigidas a promover el fomento del cooperativismo y de la economía social, como vías de generación de empleo, de la responsabilidad social de las empresas y el apoyo al asociacionismo de ámbito estatal en el campo de la economía social.

Este proyecto de Orden de bases da respuesta a la normativa vigente en materia de procedimiento administrativo común y articula la normativa reguladora para la concesión de subvenciones, evitando inconsistencias e interpretaciones de la norma y ofreciendo seguridad jurídica. A estos efectos, se incorporan elementos no contemplados en la norma previa, relativos a: medidas de difusión y publicidad; la clarificación del procedimiento de concesión en aras de una mayor comprensión; la integración de elementos en favor de la reducción de cargas administrativas; y a la mejoran aspectos relacionados con el procedimiento de modificación de la resolución y justificación de la subvención. 
Este instrumento jurídico descansa en la aplicación del artículo 17 apartado primero de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, por cuanto los ministros correspondientes establecerán las oportunas bases reguladoras de la concesión, de acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo 24 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, y previo informe de los servicios jurídicos y de la Intervención Delegada correspondiente, y serán objeto de publicación en el “Boletín Oficial del Estado”. 

2. Objetivos
La Orden tiene por objeto adecuar la actuación de fomento desempeñada por la Dirección General de la Economía Social y de la Responsabilidad Social de las Empresas a la reestructuración orgánica del Ministerio de Trabajo y Economía Social, en virtud de lo dispuesto en el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.  

Son, asimismo, objetivos: a) la orientación de las actividades subvencionables al cumplimiento de la Estrategia Española de Economía Social 2023-2027; b) la revisión del procedimiento administrativo para favorecer la objetividad y la transparencia en el proceso de evaluación de las subvenciones; c) la mejora de la eficacia del instrumento normativo; s) así como la optimización de los recursos de la Administración.
La Orden permite la concesión de las siguientes líneas de ayudas:

· Acciones de ámbito estatal de formación, difusión y fomento de la economía social y de la responsabilidad social de las empresas.

· Financiación parcial de los gastos de funcionamiento de las asociaciones de ámbito estatal de cooperativas, de sociedades laborales, de empresas de inserción, de centros especiales de empleo de iniciativa social y otros entes representativos de la Economía Social.

· Desarrollo de las medidas contenidas en la Estrategia Española de Economía Social, especialmente, mediante la contribución de los siguientes objetivos estratégicos:

· Objetivo 2: Mejorar la capacidad de adaptación de las personas trabajadoras a los requerimientos de flexibilidad, innovación y creatividad de las economías actuales. Adecuación de sus competencias profesionales para aumentar las oportunidades de empleo y favorecer su acceso a ocupaciones derivadas de la digitalización y la transición ecológica.

· Objetivo 5: Promover el trabajo digno, garantizando la protección de los derechos individuales y colectivos de las personas trabajadoras, especialmente de aquellas que pertenecen a colectivos en situación de vulnerabilidad (personas paradas de larga duración y otros colectivos). 

· Objetivo 6: Potenciar la igualdad entre mujeres y hombres con políticas transversales y actuaciones contra la discriminación por razón de género. 

· Objetivo 7: Apoyar e impulsar el trabajo autónomo y la economía social (en digitalización, formación especializada e innovación) como palancas para el crecimiento económico inclusivo y sostenible, el empleo y el trabajo decente.

· Objetivo 8: Impulsar la cultura de la responsabilidad social en las empresas, incentivando la incorporación y desarrollo de buenas prácticas en dicha materia para que las empresas mejoren su entorno social, económico y ambiental.

3. Análisis de alternativas

Se han contemplado actuaciones alternativas al presente proyecto de orden, a saber: el mantenimiento de la regulación en vigor (Orden ESS/739/2017, de 26 de julio) y la modificación de esta. 

Continuar con la normativa existente (Orden ESS/739/2017, de 26 de julio, por la que se establecen las bases reguladoras de la concesión de subvenciones a las actividades de promoción del trabajo autónomo, de la economía social y de la responsabilidad social de las empresas y para sufragar los gastos de funcionamiento de las asociaciones de trabajadores autónomos, de cooperativas, de sociedades laborales, de empresas de inserción y de otros entes representativos de la economía social de ámbito estatal) no es aconsejable ya que ha quedado desactualizada respecto de la nueva estructura del ministerio y, a mayores, contiene deficiencias graves en lo relativo a la tramitación de las ayudas. 
La alternativa de modificar la Orden ESS 739/2017, de 26 de julio, no es aconsejable, ya que se regulan aspectos relativos al fomento del trabajo autónomo, tratándose de un ámbito de actuación que no se encuadra dentro de las funciones asignadas a la Secretaría de Estado de Economía Social en el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre.
La elaboración de una nueva Orden de Bases es la mejor alternativa en base al artículo 17 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, por el que se dispone que corresponde a las personas titulares de los Ministerios correspondientes, el establecimiento de las oportunas bases reguladoras de la concesión de las subvenciones. Así, esta alternativa regulatoria se adecúa al régimen competencial en materia de subvenciones y se ajusta a las directrices de técnica normativa aprobadas por el Acuerdo de Consejo de Ministros de 22 de julio de 2005, ya que, hace prevalecer el criterio de aprobación de una nueva disposición frente a la coexistencia de la norma originaria y sus posteriores modificaciones.
4. Adecuación a los principios de buena regulación

Esta Orden se ajusta a los principios de buena regulación señalados en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y en concreto, a los de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia y eficiencia exigidas en su propósito conformar el marco jurídico para articular las subvenciones.
Siguiendo los principios de necesidad y eficacia, la presente orden atiende y persigue el interés general por cuanto se limita a cumplir con las obligaciones propias del procedimiento administrativo y, en concreto, de un procedimiento de subvenciones debidamente reglado y tasado tanto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, como de forma supletoria en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común.
La presente norma es proporcional en la medida en la que garantiza el cumplimiento de los objetivos planteados valiéndose de la regulación imprescindible y sin afectar a los derechos y deberes de la ciudadanía. 

La norma coadyuba a una mayor seguridad jurídica al ejercerse de manera coherente con el resto del ordenamiento jurídico y cumplir con las garantías propias de los procedimientos formales que guían y vehiculan la actuación de la Administración. 

La presente norma obedece al principio de transparencia al preverse su publicación en «Boletín Oficial del Estado» y acompañarse, además, de la correspondiente Memoria de Análisis de Impacto Normativo (en adelanta, MAIN) en la que se detallan los objetivos y el contenido de esta. 

Finalmente, la norma resulta eficiente en la medida en la reduce las cargas administrativas en el procedimiento de solicitud y concesión de ayudas alineándose a los requisitos exigido por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común y la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. También salvaguarda una asignación racional de los medios presupuestarios al diseñar todo un proceso regular de concesión de ayudas.

5.  Compatibilidad de las ayudas con el mercado interior
Las subvenciones reguladas en este proyecto de Orden de Bases no pueden considerarse ayudas de estado, por cuanto, en virtud de lo dispuesto en el artículo 107 apartado primero del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) no se cumplen los cuatro elementos concurrentes para considerar estas como tales:
1st Que la ayuda sea concedida por el Estado o mediante fondos estatales.
2nd Que la intervención favorezca determinadas empresas; es decir, confiera una ventaja a una empresa de forma selectiva. 

a. La jurisprudencia del TJUE ha señalado que entiende por empresa la entidad que ejerza una actividad económica independientemente de su estatuto jurídico o el ánimo de lucro.

b. La ventaja se entiende como el beneficio económico que la empresa no podría haber obtenido en condiciones normales de mercado; es decir, sin intervención estatal. 

c. Se entiende que la ayuda es selectiva cuando se aplica a determinadas empresas, grupos empresariales o sectores.
3rd Que la a ayuda afecte a los intercambios comerciales entre EEMM.
4th Que falsee o amenace con falsear la competencia. El hecho de que la ayuda o la empresa beneficiaria sea pequeña no excluye per se el falseamiento o amenaza de falseamiento de la competencia. 
Por tanto, que el beneficiario sea considerado, o no, una empresa es elemento decisivo para la aplicación de la normativa de ayudas estatales. La clasificación de una entidad como empresa depende íntegramente de la naturaleza de sus actividades. Este principio general conlleva tres implicaciones importantes.
En primer lugar, el estatuto jurídico de la entidad en virtud de la legislación nacional no es decisivo. El único criterio relevante al respecto es si ejerce una actividad económica. 

En segundo lugar, la aplicación de las normas sobre ayudas estatales no depende de si la entidad ha sido creada para generar beneficios. Según la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y del Tribunal General, las entidades sin ánimo de lucro pueden ofrecer bienes y servicios en un mercado. Cuando no sea ese el caso, naturalmente los prestadores sin ánimo de lucro permanecen totalmente fuera del control de las ayudas estatales.

En tercer lugar, la clasificación de una entidad como empresa se relaciona siempre con una actividad específica. Una entidad que realiza actividades económicas y no económicas se considerará una empresa únicamente en lo referente a aquellas. 

Al no haber en los Tratados una definición de actividad económica, la jurisprudencia parece ofrecer diversos criterios para la aplicación de las normas del mercado interior y para la aplicación del Derecho en materia de competencia. Para aclarar la distinción entre actividades económicas y no económicas, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha dictaminado reiteradamente que cualquier actividad consistente en ofrecer bienes o servicios en un determinado mercado constituye una actividad económica. 

Identificar si existe un mercado para determinados servicios puede depender de cómo se organicen dichos servicios en el Estado miembro por lo que la naturaleza económica de los servicios puede variar de un Estado miembro a otro. 
De todo lo expuesto, se entiende que las ayudas reguladas en el presente proyecto de orden de bases no constituyen ayudas de estado en tanto que las actividades objeto de subvención no tienen naturaleza económica, entendidas como tales las que consisten en ofrecer bienes o servicios en un determinado mercado o cuando otros operadores quieran y puedan prestar el servicio en el mercado en cuestión. 

En consecuencia, no le son de aplicación la normativa relativa a los diferentes regímenes de ayudas de Estado: Reglamento (UE) 1407/2013 de la Comisión relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Trabado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de minimis; Reglamento (UE) 360/2012 de la Comisión relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de minimis concedidas a empresas que prestan servicios de interés económico general; o Reglamento (UE) 651/2014 de la Comisión por el que se declaran determinadas categorías de ayudas compatibles con el mercado interior en aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado.
II. CONTENIDO, ANÁLISIS JURÍDICOS Y DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN
1. Contenido del Proyecto normativo
La norma de que se trata se compone de 21 artículos, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y cuatro disposiciones finales.

El artículo 1 define el objeto de la Orden, que consiste en  contribuir a la financiación de los gastos derivados de la realización de actividades de apoyo y promoción a la economía social y de la responsabilidad social de las empresas, así como a la financiación parcial de los gastos de funcionamiento de las asociaciones de cooperativas, de sociedades laborales, de empresas de inserción, de centros especiales de empleo de iniciativa social y de otros entes representativos de la economía social de ámbito estatal, para facilitar el cumplimiento de los fines propios de estas entidades. 
Se menciona su encuadramiento dentro del Plan Estratégico de Subvenciones del Ministerio de Trabajo y Economía Social, así como los objetivos estratégicos a los que contribuye del referido Plan.
El artículo 2 establece las entidades que pueden optar a ser beneficiarias de las subvenciones, para cada línea de subvenciones. Se amplía el ámbito subjetivo al incluir explícitamente como entidades beneficiarias a las entidades representativas de las empresas de inserción y centros especiales de empleo de iniciativa social, así como a los restantes entes representativos de la economía social. 

Quedan eliminados, respecto de la norma anterior, los potenciales beneficiarios relacionados con el trabajo autónomo. 

Adicionalmente, se enumeran los requisitos generales que han de cumplir los beneficiarios para ostentar tal condición. 
El artículo 3 aclara el procedimiento de concesión preceptuando el régimen de concurrencia competitiva como el procedimiento de concesión aplicable, así como los principios que lo rigen. Entre las principales novedades, puede subrayarse la sustitución de la notificación individual por la notificación por publicación de los actos, en línea con lo exigido en el artículo 45 apartado primero letra b) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
Se incorpora la posibilidad de que las convocatorias determinen cuantías adicionales a la cuantía total máxima que consta dentro de los créditos disponibles.
El artículo 4 establece los objetivos de carácter general, así como los específicos aplicables a cada tipo de actividad subvencionable, alineándose con los contenidos en el Plan Estratégico de Subvenciones del Ministerio de Trabajo y Economía Social. 
En particular, se determinan tres líneas de ayudas: a) la dirigida a la financiación de acciones de ámbito estatal de formación, difusión y fomento de la economía social y de la responsabilidad social de las empresas; b) la dirigida a sufragar parcialmente los gastos de funcionamiento de las entidades y; c) la encaminada a desarrollar medidas contenidas en la Estrategia Española de la Economía Social. 

Se enumeran las actividades subvencionables para cada tipo de línea de ayudas, estableciéndose que, en ningún caso, dichas actividades constituirán actividades económicas para cuya justificación los solicitantes habrán de aportar una declaración responsable.
El artículo 5 recoge los criterios objetivos de otorgamiento de las subvenciones.
El artículo 6 determina las reglas aplicables a la determinación de la cuantía individualizada de las subvenciones, estableciendo regímenes o grupos diferenciados en función del tipo de actividad subvencionable. 
Se produce una actualización de los tramos de valoración de las líneas 1 y 3 para acciones de ámbito estatal de formación, difusión y fomento de la economía social y de la responsabilidad social de las empresas, así como para el desarrollo de las medidas contenidas en la Estrategia Española de la Economía Social. Para estas actividades la cuantía máxima a percibir aumenta un 10% respecto de la norma anterior al objeto de adecuar la política pública a la coyuntura inflacionaria de la economía española. 
Se fija la obligación inexcusable de que la entidad beneficiaria contribuya a sufragar los costes de la actividad con, al menos, una cuantía no inferior al 15% del coste total de la actividad.

El artículo 7 regula la forma y plazo de presentación de solicitudes. En particular, se exige que las solicitudes se adecúen al modelo normalizado establecido en las convocatorias y que se acompañen de los documentos establecidos en la convocatoria. 

Es novedad la posibilidad de que los interesados puedan no presentar documentación que ya haya sido aportada en convocatorias anteriores, como forma de avanzar hacia procesos más eficientes y con menores cargas administrativas.
Se determinan tanto el lugar de presentación de la solicitud que, en todo caso, habrá de firmarse digitalmente, como el plazo de presentación que, en ningún caso, será inferior a 15 días a contar desde el día siguiente a la publicación de la convocatoria. 
Se fija el número de solicitudes que cabe presentar en cada convocatoria por cada entidad solicitante, actividad subvencionable y línea de ayudas. 
El artículo 8 nombra a la Dirección General de la Economía Social y de la Responsabilidad Social de las Empresas como órgano de ordenación e instrucción del procedimiento de concesión. Este artículo desarrolla de forma clara y comprensible el procedimiento de instrucción en aras de una mayor seguridad jurídica y transparencia para los interesados.

Se preceptúa la posibilidad de que las convocatorias establezcan una fase de preevaluación de verificación de los requisitos necesarios para adquirir la condición de beneficiario por parte del órgano instructor. De igual forma, se incorporan las propuestas de resolución provisional y definitiva, previas a la resolución de concesión, lo que introduce la posibilidad de reformulación de las solicitudes, si así lo reclama el órgano instructor. 

Se recoge, asimismo, el régimen de funcionamiento y composición de la Comisión de Evaluación.

El artículo 9 otorga la competencia para dictar la resolución a la persona titular de la Secretaría de Estado con competencia en Economía Social. Asimismo, se fija un plazo de 15 días para resolver desde la fecha de elevación de la propuesta de resolución, así como su carácter motivado y el contenido de la misma. 
El artículo 10 expone las obligaciones de los beneficiarios, con base en el artículo 14 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, incluyendo las de difusión -desarrolladas en el artículo siguiente-, que obliga a incorporar la imagen institucional del Ministerio de Trabajo y Economía Social.
El artículo 11, de medidas de difusión, recoge la obligación de los beneficiarios establecida en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, de dar la adecuada publicidad del carácter público de la financiación de las actividades, así como el procedimiento de actuación en caso de incumplimiento.

El artículo 12, aborda la modificación de la resolución y la posibilidad de que se produzca como consecuencia de cualquier alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión o por la obtención concurrente de subvenciones y ayudas, según lo dispuesto en el artículo 19 apartado cuarto de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. Sirve para concretar las condiciones y circunstancias en las que podrá ser solicitada por los beneficiarios.

El artículo 13, que regula la compatibilidad con otras ayudas, prohíbe que el importe conjunto de las mismas sea superior al coste de la actividad subvencionada y establece un plazo de 15 días para su comunicación al órgano instructor, pudiendo dar lugar a la modificación de la resolución de concesión, como se indicaba ya en el artículo anterior. 
La modificación de la resolución de concesión podrá ser solicitada también por el beneficiario de acuerdo con el artículo 64 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

El artículo 14, detalla los gastos subvencionables, desglosándolos para cada una de las líneas de subvención del artículo 4 y concretando el período al que podrán corresponder.
El artículo 15 desarrolla el régimen de subcontratación de las actividades subvencionadas. Se reproducen las obligaciones generales de Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, fijándose un porcentaje máximo del 75%, salvo para el supuesto de las actividades indicadas en el artículo 4.2.a) 2º, en cuyo caso dicho porcentaje se eleva hasta el 90%.
Se permite la subcontratación con personas o entidades vinculadas al beneficiario, previa autorización de la Dirección General de la Economía Social y de la Responsabilidad Social de las Empresas. 
El artículo 16, relativo al pago de la subvención, determina el carácter anticipado y de pago único de la subvención, sujeto a lo dispuesto en el artículo 34 apartado cuarto de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y al apartado quinto, referido a la obligación de la entidad de acreditar previamente estar al corriente de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social. 
Por último, este artículo exonera a las entidades beneficiarias de la constitución de garantías.

El artículo 17, que regula las actuaciones de comprobación y control, remite a los artículos correspondientes de Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

El artículo 18, dedicado a la justificación de la subvención, reproduce la parte relativa a la documentación que deberá contener la modalidad de cuenta justificativa empleada del artículo 72 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones. Se establece la posibilidad de que el órgano instructor desarrolle una guía de justificación que podrá formar parte del régimen jurídico aplicable a las ayudas. 
El artículo 19, referido al plazo de justificación, fija el vencimiento del plazo para la presentación de la documentación justificativa, el procedimiento de requerimiento en caso de que se incumpla y las consecuencias en caso de que éste tampoco sea atendido, además del sometimiento supletorio en materia de plazos a la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

El artículo 20, sobre la responsabilidad y régimen sancionador, indica que en este ámbito regirán el Título IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y el Título IV de su Reglamento y, supletoriamente, las disposiciones que correspondan de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

El artículo 21, concerniente al incumplimiento y reintegro de las subvenciones, dispone las formas de ponderación para la determinación de los reintegro totales o parciales de las cantidades percibidas, en función de la naturaleza y causa del incumplimiento. Se despliega una casuística, no exhaustiva, desarrollada en torno a la experiencia acumulada del órgano instructor en lo que a los reintegros se refiere. 
La Disposición final primera establece el título competencial por el que la Orden se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.7.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de legislación laboral, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las comunidades autónomas.
La Disposición final segunda establece el Régimen jurídico aplicable para lo no previsto en la Orden de convocatoria. 

La Disposición final tercera faculta a la persona titular de la Dirección General de la Economía Social y de la Responsabilidad Social de las Empresas para dictar las Resoluciones necesarias para la aplicación de la Orden, así como para resolver las dudas concretas que se susciten en relación con la misma.

La Disposición final cuarta establece la entrada en vigor el día siguiente al de su publicación en el “Boletín Oficial del Estado”. 
III. ANÁLISIS JURÍDICO
1. Fundamento jurídico y rango normativo

Respecto al fundamento jurídico del Reglamento, hay que acudir al artículo 97 de la Constitución Española, que preceptúa que “el Gobierno ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes”.
Por su parte, el artículo 128 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, titulado “Potestad reglamentaria”, dispone en su párrafo primero que “el ejercicio de la potestad reglamentaria corresponde, entre otros, al Gobierno de la Nación”.

El rango jurídico de la norma es el de reglamento aprobado por Orden ministerial, en coherencia con el artículo 17 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, al fijar esta figura como la adecuada para la regulación de bases reguladoras de concesión. 

2. Entrada en vigor 
La Orden de Bases entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado. Esta condición se ampara en la disposición final cuarta y, en esencia, al no ser de aplicación la regla especial contenida en el artículo 23 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno por no imponer “nuevas obligaciones a las personas físicas o jurídicas que desempeñen una actividad económica o profesional como consecuencia del ejercicio de ésta”. De este modo, se rige por el artículo 2 apartado primero del Código civil, a cuyo tenor las disposiciones “entrarán en vigor a los veinte días de su completa publicación en el «Boletín Oficial del Estado», si en ellas no se dispone otra cosa”, como en este caso se dispone. 
3. Normas que quedan derogadas

El proyecto de Orden prevé la derogación expresa de la Orden ESS/739/2017, de 26 de julio, por la que se establecen las bases reguladoras de la concesión de subvenciones a las actividades de promoción del trabajo autónomo, de la economía social y de la responsabilidad social de las empresas y para sufragar los gastos de funcionamiento de las asociaciones de trabajadores autónomos, de cooperativas, de sociedades laborales, de empresas de inserción y de otros entes representativos de la economía social de ámbito estatal.
IV. ADECUACIÓN DE LA NORMA AL ORDEN DE DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS
Esta orden se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.

V. DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN
1. Consulta pública

De conformidad con lo previsto en el apartado primero del artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en relación con el apartado segundo del artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, la Secretaría de Estado de Economía Social ha sometido a consulta de todas las partes interesadas en el proyecto de Orden por la que se establecen las bases reguladoras de la concesión de ayudas para la realización de actividades de promoción de la economía social y de la responsabilidad social de las empresas y para sufragar los gastos de funcionamiento de entes representativos de la Economía Social en el ámbito estatal, al objeto de recabar la opinión de los sujetos y de las organizaciones más representativas, potencialmente afectados por la futura norma acerca de:

a) Los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa

b) La necesidad y oportunidad de su aprobación

c) Los objetivos de la norma

d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias
El trámite de consulta pública previa se llevó a cabo entre el 12 de marzo de 2024 y el 26 de marzo de 2024 a través del portal web del Ministerio de Trabajo y Economía Social, “Participación pública en proyectos normativos”, subsección “Consulta pública previa”. Durante este periodo se recibieron 170 aportaciones de 11 proponentes. 
Las aportaciones se recibieron al fin del periodo previsto y provienen de 11 aportantes: Asociación Empresarial de Centros Especiales de Empleo (AECEMCO), Fundación BEQUAL, Confederación Empresarial Española de Economía Social (CEPES), Confederación Española de Cooperativas de Consumidores y Usuarios (HISPACOOP), Confederación Española de Cooperativas de Trabajo Asociado (COCETA), Federación Empresarial de Sociedades Laborales y Empresas Participadas de España (LABORPAR), Unión Española de Cooperativas de Enseñanza (UECOE), Red de Redes de Economía Alternativa y Solidaria (REAS), Federación Empresarial Española de Asociaciones de Centros Especiales de Empleo (FEACEM), Unión de Asociaciones de Trabajadores Autónomos y Emprendedores (UATAE) y Confederación Nacional de Centros Especiales de Empleo (CONACEE). 
Las aportaciones recabadas se relacionan en el Anexo I.
2. Audiencia e información pública

El texto se hará público en el portal web del Ministerio de Trabajo y Economía Social, conforme al artículo 26, apartado sexto, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, desde el 20 al 28 de mayo de 2024, con el objeto de dar audiencia a los ciudadanos afectados y obtener cuantas aportaciones adicionales puedan hacerse por otras personas o entidades, en tanto que la norma afecta a los derechos e intereses legítimos de las personas. 
La reducción del periodo previsto para la sustanciación del trámite a 7 días, en aplicación del artículo 26, apartado sexto, párrafo segundo de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, encuentra su motivación en que concurren motivos suficientes no previstos con anterioridad. De esta forma, los efectos administrativos desplegados por la evacuación urgente del trámite de audiencia e información pública tienen por propósito salvaguardar el carácter ordinario anual de las convocatorias que de la Orden se deriven, así como amparar la viabilidad a corto plazo de las entidades representativas del ecosistema de la economía social. 

Las razones que motivan tal urgencia son las que siguen: 

· La necesaria adaptación normativa en materia de subvenciones, consecuencia de la aprobación del Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales, que reestructura orgánicamente el Ministerio de Trabajo y Economía Social, creando una nueva Secretaría de Estado de Economía Social. Esta Secretaría de Estado es el órgano superior encargado de todas las actuaciones en materia de fomento de la economía social, lo que obliga a reflejar la nueva distribución de competencias en las bases reguladoras de subvenciones. 

· Con fecha de 16 de mayo de 2024 este departamento no dispone de norma que desarrolle su estructura lo que ha provocado la dilación de las actuaciones preparatorias de esta actualización normativa en materia de subvenciones. La referida demora pone en peligro la adecuada ejecución correspondientes convocatorias, que suponen la concesión de las ayudas antes del cierre del ejercicio presupuestario. 
3. Informes recabados 
Habrán de recabarse los siguientes informes:
· Informe de la Abogacía del Estado (artículo 17 apartado primero de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones).
· Informe de la Intervención delegada sobre la norma (artículo 17 apartado primero de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones).
· Informe de la Secretaría General Técnica del Ministerio de Trabajo y Economía Social (artículo 26, apartado quinto, párrafo cuarto de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, de Gobierno). De conformidad con el párrafo tercero del artículo 26.5 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, se solicitará la emisión urgente del citado informe.
· Aprobación previa por parte del Ministerio de Transformación Digital y Función Pública (artículo 26, apartado quinto, párrafo quinto de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno al Ministerio de Política Territorial se solicita informe de aprobación previa). De conformidad con el artículo 26 apartado quinto, párrafo tercero de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, se solicitará la emisión urgente del citado informe.
A estos efectos, se razona que para la solicitud de emisión urgente de los anteriores informes concurren motivos suficientes no previstos con anterioridad. De esta forma, los efectos administrativos desplegados por la emisión urgente de los informes tienen por propósito salvaguardar el carácter ordinario anual de las convocatorias que de la Orden se deriven, así como amparar la viabilidad a corto plazo de las entidades representativas del ecosistema de la economía social. 

Las razones que motivan tal solicitud son las que siguen: 

· La necesaria adaptación normativa en materia de subvenciones, consecuencia de la aprobación del Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales, que reestructura orgánicamente el Ministerio de Trabajo y Economía Social, creando una nueva Secretaría de Estado de Economía Social. Esta Secretaría de Estado es el órgano superior encargado de todas las actuaciones en materia de fomento de la economía social, lo que obliga a reflejar la nueva distribución de competencias en las bases reguladoras de subvenciones. 

· Con fecha de 16 de mayo de 2024 este departamento no dispone de norma que desarrolle su estructura lo que ha provocado la dilación de las actuaciones preparatorias de esta actualización normativa en materia de subvenciones. La referida demora pone en peligro la adecuada ejecución correspondientes convocatorias, que suponen la concesión de las ayudas antes del cierre del ejercicio presupuestario. 

VI. ANÁLISIS DE IMPACTOS

1. Impacto económico

Pese a que el proyecto de Orden de Bases no incorpora como entidades beneficiarias a las empresas de la economía social, sino a sus entidades representativas, así como a centros de estudio, no puede presumirse impacto económico alguno. No obstante, debe ponderarse el impacto indirecto que la actuación subvencionada de estas entidades puede tener en el tejido productivo del ecosistema de la economía social y de la responsabilidad social de las empresas. 
· Datos del sector

En la actualidad, los actores de la Economía Social en España suponen un 10% del total del Producto Interior Bruto a la vez que contribuyen al 12,5% del empleo. El tejido de la Economía Social está formado por 43.000 empresas que generan casi 2,2 millones de empleos.

Según el Informe Anual de CEPES “Las empresas más relevantes de la Economía Social 2020-2021”, la participación de la Economía Social en multisectorial. 
· Efectos sobre la innovación, la productividad y el empleo

Es un modelo de referencia competitivo y resiliente que actúa como catalizador y promotor del desarrollo y la revitalización de los territorios y que fortalece el tejido de pequeñas y medianas empresas como gran generador de empleo, a través de sólidos mecanismos de intercooperación, priorizando la viabilidad y sostenibilidad de la empresa con un impacto social que también es económico.
En lo relativo a los efectos sobre la innovación de las entidades incluidas en el ámbito subjetivo de esta norma se declara que los proyectos financiables tienen por objeto, entre otros, la adopción de nuevas tecnologías o nuevas formas de organización que redunden en un incremento de la eficacia y eficiencia de los procesos productivos de las empresas a las que representan. 
· Contribución a la sostenibilidad económica. Vertebración del territorio e impacto en la lucha contra la despoblación y el cambio climático

El ecosistema de la Economía Social es clave para la recuperación por su arraigo al territorio, contando con profundas raíces económicas, sociales y culturales en los territorios en los que se asientan y operan. Es un modelo cuyos mecanismos de funcionamiento interno y externo favorecen la cohesión e inclusión, capaz de generar y distribuir riqueza de forma equitativa. 

2. Efectos sobre la competencia 

El proyecto normativo no supone restricciones a la competencia puesto que no limita el acceso a nuevos operadores. Además, como se ha indicado en el apartado quinto del epígrafe uno de la presente memoria, relativo a la compatibilidad de las ayudas con el mercado interior, las ayudas reguladas por la presente orden no se consideran ayudas de estado al no darse la concurrencia conjunta de los elementos enumerados en el artículo 107 apartado primero del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 
3. Test PYME

Para dar cumplimiento a las obligaciones de análisis de impacto en materia de pequeñas y medianas empresas que se desprende del artículo 26, apartado tercero, letra d) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno se seguirán las recomendaciones recogidas en la Guía Metodológica para la Elaboración de la MAIN que, a falta de una mayor concreción, definición y estandarización del concepto un “test PYME” tal y como lo describe la Comisión, constituye la herramienta básica para la elaboración de normas. 
El proyecto de orden no tiene incidencia sobre las PYMES en tanto que está dirigido, en virtud del artículo 2, a:

· Entidades asociativas de cooperativas, de sociedades laborales, de empresas de inserción y de centros especiales de empleo de iniciativa social.

· Otros entes representativos de la economía social que integren a asociaciones de ámbito estatal de cooperativas, de sociedades laborales, de empresas de inserción y de centros especiales de empleo de iniciativa social.

· Asociaciones y fundaciones.

· Universidades públicas.

· Universidades privadas.

· Entidades asociativas de carácter intersectorial y ámbito estatal de cooperativas, de sociedades laborales, de empresas de inserción y de centros especiales de empleo de iniciativa social.

· Entidades asociativas de carácter sectorial y de ámbito estatal de cooperativas, de sociedades laborales, de empresas de inserción y de centros especiales de empleo de iniciativa social.

· Otros entes representativos de la economía social que integren a asociaciones de ámbito estatal de cooperativas, de sociedades laborales, de empresas de inserción y de centros especiales de empleo de iniciativa social. Estos entes representativos de la economía social deberán contar entre sus asociados, al menos, con cinco asociaciones de ámbito estatal entre las de cooperativas, de sociedades laborales, de empresas de inserción y de centros especiales de empleo de iniciativa social.

4. Impacto presupuestario

El proyecto de Orden no supone incremento del gasto público, toda vez que se limita a establecer las bases reguladoras de la concesión de las subvenciones, con las dotaciones aprobadas en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023, aprobado por la Ley 3/2022, de 23 de diciembre, y prorrogada para el año 2024. 
La orden se activará con la dotación presupuestaria disponible para 2024. Tiene una cuantía total aproximada de 7.943.380 euros y se imputará a la aplicación presupuestaria 19.02.241N de los Presupuestos Generales del Estado para el año 2024.

Por ello, no existe contablemente un aumento del gasto ya presupuestado.
5. Impacto de cargas administrativas

La Orden no genera nuevas cargas administrativas respecto a anteriores convocatorias reguladas bajo la Orden ESS/739/2017, que se deroga. Más al contrario, en coherencia con el artículo 28 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, reguladora de los documentos aportados por los interesados al procedimiento administrativo, se explicita en proyecto de Orden de Bases el derecho que asiste a los interesados de no aportar documentos que ya se encuentren en poder de la Administración actuante. 

Esta simplificación permitirá reducir los costes administrativos y el tiempo destinado a la presentación de solicitudes, liberando estos recursos a otras actividades y redundando así en una mejora de la productividad y de la competitividad de las entidades.

En aplicación del Método simplificado de medición de cargas administrativas y de su redacción, regulado en el Anexo V de la Guía Metodológica para la elaboración de la Memoria de Análisis de Impacto Normativo, se detalla relación de cargas detectadas, que resultarían de aplicación a una cifra potencial de 150 entidades interesadas, conforme a los datos de presentación de solicitudes por entidades concurrentes a la convocatoria del año 2023. 
	OBLIGACIONES DE TIPO ADMINISTRATIVO
	TIPO DE CARGA
	COSTE UNITARIO
	FRECUENCIA 
	POBLACIÓN
	COSTE ANUAL

	Solicitar autorización para subcontratar actividades subvencionadas, acompañada de una memoria.
	Presentación de una solicitud
	8
	1
	150
	1.440

	Celebrar un contrato entre las partes y presentarlo cuando lo requiera la naturaleza de la subcontratación de actividades.
	Presentación electrónica de documentos
	4
	1
	150
	600

	Presentación de solicitud de subvención.
	Presentación de una solicitud
	5
	1
	150
	150

	Presentación del resto de documentación de requisitos comunes.
	Presentación electrónica de documentos
	4

(documentación común: 5)
	1
	150
	3.000

	Declaración sobre subvenciones, ayudas, ingresos o recursos obtenidos o solicitados con igual fin.
	Aportación de datos
	3
	1
	150
	450

	Presentar memoria actividad a realizar.
	Presentar un informe o memoria
	10
	1
	150
	1.500

	Presentar últimas cuentas anuales aprobadas/ certificación acreditativa/ presupuesto de ingresos y gastos.
	Presentación electrónica de documentos
	4
	1
	150
	600

	Abrir cuenta bancaria para pagos subvención.
	Tramitación mediante intermediarios
	35
	1
	150
	5.250

	Llevar contabilidad separada de transacciones sobre actividad subvencionada.
	Llevanza de libros en vía electrónica (150€)
	150
	1
	150
	22.500

	Comunicar modificaciones.
	Presentar una comunicación
	2
	1
	150
	300

	Incorporar la imagen del Ministerio de Trabajo y Economía Social y alusiones a la financiación pública.
	Información a terceros
	100
	2
	150
	30.000

	Presentar cuenta justificativa.
	Presentación electrónica de documentos
	4
	1
	150
	600

	Presentar memoria justificativa del cumplimiento de las condiciones de concesión de la subvención.
	Presentar un informe o memoria
	500
	1
	150
	75.000

	Presentar memoria económica justificativa del coste de las actividades realizadas y presentación de documentos asociados.
	Presentar un informe o memoria
	500
	1
	150
	75.000


Una vez cuantificadas las cargas se procede a identificar la reducción que supone el presente proyecto de orden. En virtud del artículo 7 apartado segundo se faculta a los potenciales beneficiarios a no presentar documentos que ya han sido aportados en convocatorias anteriores. Tomando como referencia la documentación común al que alude el citado precepto, esta novedad supondría la posibilidad de reducir lar cargas como sigue:
	OBLIGACIONES DE TIPO ADMINISTRATIVO
	TIPO DE CARGA
	COSTE UNITARIO
	FRECUENCIA 
	POBLACIÓN
	COSTE ANUAL

	Acreditación de la personalidad jurídica de la entidad: última versión del NIF en formato electrónico
	Presentación electrónica de documentos
	4
	1
	150
	600

	Estatutos de la entidad
	Presentación electrónica de documentos
	4
	1
	150
	600

	Modificaciones de estatutos
	Presentación electrónica de documentos
	4
	1
	150
	600

	Acreditación de representación suficiente 
	Presentación electrónica de documentos
	4
	1
	150
	600

	Certificación de la identificación de personas directivas de la entidad
	Presentación electrónica de documentos
	4
	1
	150
	600

	TOTAL
	3.000


6. Impacto sobre la unidad de mercado

El presente orden no contradice la efectividad del principio de unidad de mercado en el territorio nacional que define la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de Garantía de la Unidad de Mercado en tanto que no obstaculiza ni directa ni indirectamente el ejercicio de la actividad económica y da cumplimiento a los principios de garantía de libre establecimiento y circulación, a saber: la no discriminación, cooperación y confianza mutua, necesidad y proporcionalidad de las actuaciones de la autoridad, eficacia de las actuaciones de la autoridad competente, simplificación de cargas, transparencia y garantía de las libertades de los operadores económicos.
7. Impacto por razón de género

A los efectos de lo previsto en el artículo 19 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres; en el artículo 26.3. f) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno; y en el artículo 2.1.f) del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, por el que se regula la Memoria de Análisis de Impacto Normativo, el impacto por razón de género se prevé positivo en la medida en que su contenido contribuye a frenar la discriminación y a potenciar la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, así como la igualdad de trato.

De acuerdo con el artículo 14 apartados primero y segundo de la citada Ley Orgánica, serán criterios generales de actuación de los Poderes Públicos el compromiso con la efectividad del derecho constitucional de igualdad entre mujeres y hombres, y la integración del principio de igualdad de trato y de oportunidades en el conjunto de las políticas económica, laboral, social, cultural y artística, con el fin de evitar la segregación laboral y eliminar las diferencias retributivas, así como potenciar el crecimiento del empresariado femenino en todos los ámbitos que abarque el conjunto de políticas y el valor del trabajo de las mujeres, incluido el doméstico.

El potencial de la economía social para fomentar la igualdad de género en el sector productivo se ha reconocido ya a nivel internacional, a través de distintos pronunciamientos del más alto nivel, tales como la Resolución para Promover la economía social y solidaria para el desarrollo sostenible de 2023 de Naciones Unidas, la Recomendación del Consejo sobre la Economía Social y Solidaria y la Innovación Social de 2022 de la OCDE y la Resolución relativa al trabajo decente y la economía social y solidaria de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).

El otorgamiento de las subvenciones reguladas en la presente Orden contribuirá a la realización de determinados objetivos fundamentales del Plan Estratégico de Subvenciones del Ministerio de Trabajo y Economía Social, siendo uno aplicable a esta Orden de bases el fomento de la igualdad entre mujeres y hombres con políticas transversales y actuaciones contra la discriminación por razón de género, así como la mejora en la integración de las mujeres en el mercado laboral, la disminución de la brecha digital por cuestión de género y el fomento la capacitación de las mujeres de las áreas rurales y urbanas. 

En la resolución de las convocatorias de subvenciones derivadas de esta Orden Ministerial, a efectos de valoración de las solicitudes, se incorpora un criterio de incidencia directa del apoyo ofrecido a emprendedores colectivos y personas trabajadoras de la economía social, que valorará positivamente el empleo femenino. 

Entre las actividades subvencionables que se sufraguen se prevé la puesta en marcha de proyectos centrados en visibilizar de las brechas de género y la sensibilización respecto a la igualdad de oportunidades, velar por la participación real de las mujeres, fomentar actuaciones que impulsen el acceso de las mujeres a puestos de responsabilidad y en hallar estrategias que favorezcan la conciliación.

Las convocatorias que se deriven de esta norma se orientarán a incrementar el número de acciones financiadas que contribuyan de forma directa a avanzar en materia de igualdad de género, específicamente a través de la elaboración de estadísticas, la realización de estudios y el desarrollo de actividades formativas y de concienciación, así como fomentando la participación femenina en las mismas.

8. Impacto por razón de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad

De conformidad con el artículo 2 apartado primero letra g) del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, por el que se regula la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, se analiza el impacto en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. Con base a lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, este proyecto tiene un positivo tiene impacto por razón de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.
El ámbito subjetivo del proyecto de orden favorece la visibilidad de estos colectivos en tanto que permite la financiación de los gastos de funcionamiento de las entidades representativas de colectivos vulnerables y de personas con discapacidad, así como el fomento de actividades relacionadas con la empleabilidad de estos colectivos. 
9. Impacto en la infancia y adolescencia
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en la redacción dada por la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, el presente proyecto no tiene impacto en la infancia y en la adolescencia, al no incluir actuaciones en esta materia, ya que se dirige a personas con edad para acceder al mercado de trabajo.

10. Impacto en la familia

De acuerdo con lo previsto en la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de protección a las familias numerosas, introducida por la disposición final quinta de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, el presente proyecto no tiene impacto en la familia.
11. Impacto por razón del cambio climático 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 26, apartado tercero, letra h) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, las memorias del análisis de impacto normativo que deban acompañar a los proyectos de reglamentos incluirán el impacto por razón de cambio climático. 

No se estima en esta orden impacto significativo por razón del cambio climático.
VII. EVALUACIÓN EXPOST 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 3 del Real Decreto 286/2017, de 24 de marzo, por el que se regulan el Plan Anual Normativo y el Informe Anual de Evaluación Normativa de la Administración General del Estado y se crea la Junta de Planificación y Evaluación Normativa, la presente norma no será objeto de evaluación “ex post” dado que no se prevé ningún impacto significativo según los criterios establecidos en el apartado 1 de dicho artículo.

Madrid, a 16 de mayo de 2024.
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